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A este respecto, hemos vuelto a insistir a la Delegación Territorial sobre el hecho de que nos 
encontramos ante una resolución que reconoce un título de familia numerosa a una persona que 
no reunía los requisitos para ello (padre), pero las restantes sí (madre e hijos comunes). Es por ello 
que una vez que la Administración competente para su reconocimiento, renovación o revocación 
(Delegación Territorial de Salud y Familias) tuvo conocimiento de este hecho debió incoar, de oficio 
o a instancia de parte, un expediente para subsanar tales defectos y convalidar o convertir el acto 
administrativo por el que se reconoció dicho título, excluyendo del mismo a la persona que no reunía 
los requisitos y preservando su validez para el resto de personas que desde el origen sí los reunían, 
pudiendo disfrutar de este modo de todas las ventajas sociales que le son inherentes, entre ellas las 
exenciones o deducciones fiscales establecidas en la legislación tributaria.

Para dicha finalidad la Administración competente ha de acudir a la técnica establecida en los 
artículos 49, 50, 51 y 52 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común, según los 
cuales la anulabilidad en parte de un acto administrativo no implicará la de las partes del mismo 
independientes de aquella, salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto 
administrativo no hubiera sido dictado. El órgano administrativo que anule las actuaciones dispondrá 
siempre la conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de 
no haberse cometido la infracción, siendo así que los actos nulos o anulables que, sin embargo, 
contengan los elementos constitutivos de otro distinto producirán los efectos de éste.

Y se da la circunstancia de que la interesada ha comunicado formalmente a la Delegación Territorial 
el vicio de anulabilidad de que adolecía su título de familia numerosa y ha solicitado su rectificación 
para que se subsanen los defectos del mismo que afectan a su validez y eficacia. 

En consecuencia, seguimos a la espera de que la Delegación Territorial nos comunique la solución 
que se arbitre para solventar el problema que afecta a la persona titular de la queja, para de este 
modo poder valorar la aceptación o rechazo de los argumentos expuestos en nuestra resolución.

d) Ayudas económicas a las familias 

Ademas de las políticas públicas relativas a familias numerosas, la Comunidad Autónoma de Andalucía 
tiene establecidas otras líneas de actuación para compensar el nivel de renta de las familias que han 
de asumir los gastos de un parto múltiple o el nacimiento de un tercer hijo, cuando los hermanos de 
éste todavía tienen edades inferiores a los 3 años.

En ejercicios anteriores esta institución tuvo que intervenir ante la demora con que se tramitaban 
estas ayudas, acumulando retrasos de hasta 4 años, todo ello con el argumento de no disponer 
de crédito presupuestario para dicha finalidad. Este problema quedó solventado, aún así, en 2020 
hemos recibido algunas reclamaciones, tal como la queja 20/1031 en la que la interesada nos dice 
que lleva 7 meses esperando que resuelvan su solicitud de ayuda económica que presentó tras 
nacer su tercer hijo. Tras nuestra intervención, y al tratarse de una ayuda económica plurianual 
y corresponderle el pago de tres anualidades (2019, 2020 y 2021), la Delegación Territorial nos 
confirmó que, dado el tiempo transcurrido, una vez presentase la interesada una declaración jurada 
de que seguía reuniendo los requisitos exigidos, se procedería al abono de dos anualidades 2019 y 
2020 de forma conjunta.

La demora en la gestión de este programa de ayudas también provoca situaciones injustas tal como 
nos fue expuesto en la queja 19/2925 en la que el interesado se mostraba disconforme con la gestión 
del expediente administrativo mediante el que se dio respuesta a su solicitud de ayuda económica 
por el nacimiento de dos de sus hijos por parto múltiple. El interesado nos decía que presentó su 
solicitud en mayo 2016, y que no fue hasta febrero de 2019 cuando le fue notificado el reconocimiento 
de una sola de las tres anualidades a las que tendría derecho, todo ello con el argumento de que no 
había aportado documentación que le fue requerida en julio de 2018, por lo que quedó extinguido el 
derecho a percibir estas dos anualidades (2017 y 2018).
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Del análisis de los hechos hemos de resaltar, en primer lugar, que el expediente en cuestión demoró 
su resolución dos años y 7 meses, siendo así que la Orden reguladora de dichas ayudas (Orden de 
la Consejería de Asuntos Sociales, de 6 de mayo de 2002) preveía en su artículo 12 que la resolución 
conclusiva del expediente fuese emitida en el plazo de un mes, contado desde la presentación de la 
solicitud, que dicha resolución fuese motivada, y que se notificara a continuación al interesado.

Por tanto, hemos de censurar como principal incumplidora de las normas de procedimiento a la 
propia Administración tramitadora del procedimiento administrativo conducente a la concesión de 
la ayuda económica. 

Se trata de una problemática que se produjo de forma simultánea en diferentes Delegaciones 
Territoriales de Andalucía, con demoras generalizadas en la tramitación de estas ayudas económicas, 
hasta el punto de que esta Institución hubo de emitir una resolución en el año 2015 para exponer 
a la, por entonces, Consejería de Igualdad y Políticas Sociales la problemática existente con el 
reconocimiento y pago de estas ayudas económicas, formulando una Recomendación para que se 
dictasen las instrucciones u órdenes de servicio necesarias para que las unidades administrativas 
competentes pudieran acometer la resolución de las solicitudes pendientes de tramitación relativas 
a expedientes de ayudas económicas contempladas en los artículos 4 y 5 del Decreto 137/2002, para 
lo cual sería preciso incluir crédito presupuestario idóneo en el correspondiente anteproyecto de 
Ley de Presupuestos o, en su caso, realizar las modificaciones presupuestarias necesarias para dicha 
finalidad.

También formulamos una Recomendación para que se adoptasen las medidas necesarias para evitar 
la reiteración de situaciones similares de retrasos en la resolución de tales ayudas económicas en 
futuras anualidades.

En respuesta a estas Recomendaciones por parte de esa Consejería nos fue remitido un informe que 
nos permitió concluir que nuestras Recomendaciones habían sido aceptadas y valorar que el problema 
suscitado con el reconocimiento y pago de tales ayudas económicas a familias se encontraba en vías de 
solución. Aun así, en ejercicios sucesivos seguimos recibiendo quejas de personas todavía afectadas 
por demoras en la tramitación de estos expedientes, todos ellos pendientes de la habilitación de 
créditos presupuestarios idóneos para dicha finalidad.

Así pues, en este contexto de vulneración grave de las normas de procedimiento, en una situación en 
que habiendo culminado la instrucción del procedimiento y estando este listo para ser resuelto, su 
tramitación queda suspendida durante años en espera de que se habilitaran créditos presupuestarios 
idóneos para hacer frente al compromiso económico que conlleva, no puede extrañar que las 
personas implicadas permanecieran ajenas a posibles notificaciones sobre estos expedientes, en 
la creencia, justa y proporcionada, de que la documentación que aportaron en su momento era la 
correcta, porque en realidad así lo fue, tal como reconoce la Delegación Territorial en su informe.

Hemos de traer aquí a colación el principio de buena fe o confianza legítima (artículo 3.1.e de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público) que ha de regir las relaciones entre 
los ciudadanos y la Administración, caracterizado por las notas de previsibilidad y seguridad jurídica, 
contempladas en los artículos 9 y 103 de la Constitución. Y es que resulta totalmente desproporcionado 
que se requiera al interesado la subsanación de su solicitud tras haber transcurrido un año y 10 
meses desde que recibió la última notificación, siendo así que en todo este tiempo los trámites del 
procedimiento quedaron suspendidos por causas no imputables a él, y sin remitirle siquiera una 
notificación explicando los motivos de esta suspensión, emplazándole para que fuese actualizando, 
con la periodicidad que fuese necesaria, la documentación preceptiva.

En este punto, hemos de estar a lo establecido en el artículo 28.1.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, según el 
cual los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encontrasen en poder 
de la Administración actuante o que hubieran sido elaborados por cualquier otra Administración, 
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pudiendo la administración actuante consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado 
se opusiera a ello. 

A este respecto hemos de señalar que los documentos a los que alude el artículo 9 de la Orden de la 
Consejería de Asuntos Sociales, de 6 de mayo de 2002, ya fueron aportados por el interesado (DNI, 
libro de familia, certificado de empadronamiento, partida de nacimiento de los hijos, y declaración 
del impuesto sobre la renta del ejercicio anterior), siendo así que, aunque no viene expresamente 
contemplado en la aludida Orden, los documentos adicionales que podría resultar pertinente que 
aportara el interesado en los años sucesivos, para de este modo justificar que seguía reuniendo 
los requisitos para la percepción de la ayuda, se reducirían a un certificado de la Agencia Tributaria 
dando cuenta de la declaración del impuesto sobre la renta del ejercicio correspondiente, siendo 
éste un documento al que podría acceder directamente la Administración tramitadora de la ayuda 
recabando la colaboración de la Agencia Tributaria salvo, tal como preceptúa la Ley 39/2015, que el 
interesado hubiese mostrado su oposición a ello. 

Pero es más, argumenta esa Delegación Territorial que la resolución declaró extinguido el derecho 
a la percepción del segundo y tercer pago de la ayuda económica al no acreditarse que la persona 
beneficiaria cumplía los requisitos para el mantenimiento de la misma, y todo ello porque se intentó 
una notificación personal reclamando determinados documentos, que resultó fallida (domicilio 
desconocido) y a continuación se procedió a su notificación mediante publicación en el Boletín Oficial 
del Estado. 

Ante esto hemos de cuestionarnos si disponía el órgano gestor del expediente de otros modos de 
contactar con el interesado para advertirle -hemos de recordar que ya habían pasado cerca de dos 
años desde la última notificación- que debía actualizar la documentación que tenía presentada, y 
en este punto coincidimos con el interesado en el contrasentido que representa el hecho de que 
para formalizar su solicitud se le hubiesen solicitado datos tales como su número de teléfono y su 
dirección de correo electrónico. Si la Administración le solicitó esos datos personales de contacto 
se ha de suponer que era por algún motivo relacionado con la tramitación de su expediente y no 
encontramos mejor motivo que el acontecido, esto es, encontrar alguna vía para hacerle llegar 
el requerimiento de documentación ante el hecho de que la dirección postal que constaba en el 
expediente aparentemente era errónea.

Y esta actuación resultaría congruente con lo establecido en el artículo 41, in fine, de la Ley 39/2015, 
que determina que, adicionalmente, el interesado podrá identificar un dispositivo electrónico y/o 
una dirección de correo electrónico que servirán para el envío de avisos, pero no para la práctica 
efectiva de notificaciones, siendo así que estos avisos, enviados por correo electrónico o mensaje 
telefónico, hubieran bastado para emplazar al interesado para que aportase la documentación 
requerida -que ya hemos reseñado que no resultaba preceptiva, pues podía recabarla de oficio la 
propia Administración actuante-, ello sin perjuicio de que paralelamente se procediera conforme al 
artículo 44 de la misma Ley 39/2015 publicando el requerimiento infructuoso en el Boletín Oficial del 
Estado. 

Recapitulando lo expuesto hasta ahora, hemos de considerar no ajustada a derecho y 
desproporcionada la extinción del derecho a la percepción de las dos anualidades siguientes de la 
ayuda por parto múltiple (2017 y 2018), puesto que el interesado siguió reuniendo los requisitos 
para ello, no resultando procedente que el motivo por el que se declaró extinguido el derecho fuese 
por no aportar una documentación a la que podía acceder directamente la Administración gestora 
del expediente recabando la colaboración de la Agencia Tributaria. A lo anterior se une que no se 
utilizaron otros cauces de avisos de que disponía la Administración gestora del expediente y que 
hubieran evitado la notificación formal del requerimiento mediante su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado, tratándose de un medio de comunicación al que no acude de forma ordinaria la 
ciudadanía y que, aunque sirve de recurso último de notificación en garantía de seguridad jurídica, 
lo cierto es que su efectividad notificadora para el ciudadano no avezado en cuestiones jurídicas ha 
de ser puesta en entredicho. 
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En virtud de cuanto antecede formulamos una Recomendación a la Delegación Territorial de Salud y 
Familias de Sevilla para que iniciase un procedimiento de revisión de oficio de la resolución extintiva de 
las anualidades de ayuda por parto múltiple correspondiente a los ejercicios 2017 y 2018 formuladas 
por la persona que promueve la queja, y que, en su virtud, se procediera a su reconocimiento y 
abono tras recabar de la Agencia Tributaria o del interesado la documentación que fuese necesaria.

Dicha recomendación no fue aceptada por la citada Delegación por lo que se encuentra en trámite 
de ser elevada ante la Secretaría General de Familias.

3.1.2.10 Derecho al juego y a disfrutar momentos de ocio

…

En determinados casos la controversia sobre la vulneración de estos derechos surge en supuestos 
de ruptura de relación entre progenitores cuando uno de ellos dispone de la imagen del hijo que 
tienen en común a lo cual se opone el otro progenitor. Tal caso acontece en la queja 20/4656 en 
la que la madre de un menor se opone a que el padre y su actual compañera publiquen en redes 
sociales imágenes de su hijo sin su permiso. Toda vez que en esta controversia no interviene ninguna 
administración pública, tratándose de un litigio entre particulares, hemos de informar a la persona 
titular de la queja las vías para la defensa de sus derechos, recalcando que el artículo 6.1 de la 
Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, dispone que el tratamiento de 
los datos de carácter personal requerirá el consentimiento inequívoco de la persona afectada. Y el 
carácter inequívoco de dicho consentimiento implica que quien haya de autorizarlo ha de conocer 
con carácter previo el uso concreto que se va a dar al dato personal, sin que quepan autorizaciones 
confusas, genéricas e ilimitadas, máxime cuando estas van referidas a menores cuyo supremo interés 
también está protegido por la legislación.

Tratándose de personas menores de edad, sin suficiente capacidad de decisión, corresponde a 
su padre, madre o tutores prestar autorización para la cesión de su imagen personal y habrán de 
sopesar las posibles repercusiones de dicha autorización y adoptar la correspondiente decisión en 
interés del menor. 

En el supuesto de que existieran discrepancias entre ambos progenitores, titulares de la patria 
potestad, dicha controversia habría de dilucidarse atendiendo al específico régimen de guarda y 
custodia sobre el menor y, en ausencia de acuerdo, en última instancia la controversia habría de ser 
resuelta por los juzgados y tribunales del orden jurisdiccional civil (familia). 

También en relación con la integridad del derecho del progenitor a disponer de la imagen de un hijo 
tramitamos la queja 19/2875 que iniciamos tras dirigirse a nosotros la madre de un niño matriculado 
en una escuela infantil de titularidad municipal, disconforme porque no se hubiera dado respuesta 
a la solicitud de acceso y copia de la documentación educativa de su hijo, incluyendo las fotografías 
y vídeos en que apareciera el menor.

La interesada nos decía que había solicitado por escrito a la escuela infantil, hasta en cuatro ocasiones, 
que le hicieran entrega de dicha documentación, sin que su petición hubiera sido atendida. También 
indicaba que para dicha finalidad había llegado a personarse en la citada escuela infantil sin que le 
facilitaran información alguna y recibiendo un trato que consideraba como de “falta de respeto”.

Tras admitir la queja a trámite solicitamos a la Administración local, titular de la escuela infantil, la 
emisión de un informe al respecto, respondiéndonos que aunque la escuela infantil es de titularidad 
municipal su gestión ordinaria la realizaba la empresa que resultó adjudicataria del contrato que 
se suscribió para dicha finalidad, a lo que añadía que en dicho asunto subyacía una disputa entre 
progenitores en proceso de separación, por lo que remitía la posible respuesta a las peticiones 
realizadas por la interesada a la Dirección de la escuela infantil.

Por todo lo expuesto, teniendo en consideración la titularidad pública de la escuela infantil, lo cual 
hacía que la Administración Local se encontrase directamente concernida por las peticiones realizadas 
por la interesada, emitimos una resolución recomendando que se ejercieran las potestades de 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/deben-atender-la-peticion-de-madre-divorciada-a-la-escuela-infantil-para-que-le-devuelvan
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